


Señor: 

JUEZ PRIMERO CIVIL MUNICIPAL DE VALLEDUPAR   

csercfvpar@cendoj.ramajudicial.gov.co 

j01cmvpar@cendoj.ramajudicial.gov.co 

E.               S.              D. 

 

Ref.: PROCESO EJECUTIVO SINGULAR DERIVADO DE SENTENCIA JUDICIAL de 

ERNESTO PALACIO contra DARLIN JOSE GONZALEZ Y OTROS.RAD 20001-40-03-001-

2012-01087-00. 

En mi condición de apoderado especial de la parte ejecutante 

dentro del proceso referenciado, acudo a usted respetuosamente 

para interponer recurso de REPOSICION y en subsidio de APELACIÓN 

contra el auto fechado 09 de abril de 2021 con el fin de que sea 

revocado en su integridad y en su lugar proceda a designar 

secuestre para relevar al designado RODRIGO CUELLO (QEPD), por las 

siguientes razones: 

1. El auto carece de fundamento factico y jurídico, pasa por alto 

que mediante acuerdo PCSJA20-11517 15 de marzo de 2020 se 

suspendieron los términos judiciales debido a la emergencia 

sanitaria por COVID 19, ese acuerdo fue prorrogado en varias 

ocasiones atraves de otros acuerdos hasta el ACUERDO PCSJA20-11581 

27/06/2020 mediante el cual se levantó la suspensión y se 

reanudaron los términos judiciales a partir del 01 de julio de 

2020. 

2. Resulta pertinente destacar que el despacho esta en mora de 

designar secuestre para relevar al señor RODRIGO DAZA CUELLO en 

vista de que este falleció y es de conocimiento del despacho. 

3. Hasta la fecha el suscrito no ha podido acceder al expediente 

físico, ni digital porque se desconoce si el despacho ha 

digitalizado las actuaciones. Lo anterior debe hacerlo el despacho 

en virtud del decreto No 806 de 2020. 

4. Dentro del proceso se encuentra un inmueble embargado, 

secuestrado y avaluado por lo tanto se requiere que el despacho 

fije fecha para el remate del mismo.  

5. El auto recurrido no tuvo en cuenta lo dispuesto en el decreto 

No 564 de 2020 expedido para unificar criterio respecto a los 

términos de caducidad y de prescripción que dan lugar a 

desistimiento tácito. 

Por todas las razones expuestas y la pobreza de argumentación del 

auto recurrido este debe ser revocado en su integridad. 



 

Cordialmente, 

 

CESAR AUGUSTO CARMONA MENDINUETA 

C. C. No. 8.498.721 de Palmar de Varela (A) 

T. P. No. 176.097 del CS de la Jud. 

 

 



 
 
 
 
 
 

Jaimes Fuentes Abogados.  

Fijo: 5800887 – Móvil: 3017548826 - 3008195712 

Dirección: Calle 7 E No. 14 A – 87 Pontevedra.  

Valledupar, Cesar. 

Valledupar, 15 de abril de 2021 

 

 

 

Señora 

JUEZ PRIMERO CIVIL MUNICIPAL DE VALLEDUPAR 

E.     S.      D. 

 

Ref. Proceso Ejecutivo del BANCO DE OCCIDENTE contra 

COOPERATIVA INTEGRAL AGROPECUARIA DE LA COSTA NORTE 

“COOAGROCON”. 

RAD. 2012-1537 

 

VÍCTOR JULIO JAIMES TORRES, mayor de edad, de esta vecindad, conocido 

como apoderado del BANCO DE OCCIDENTE, por medio del presente me 

permito manifestarle que interpongo RECURSO DE REPOSICIÓN Y EN SUBSIDIO 

APELACION contra el auto de fecha 09 de abril de 2021, con el cual el 

Despacho declaró el desistimiento tácito y por consiguiente la terminación 

del asunto, pasando a sustentarlo de la siguiente manera: 

 

Son fundamentos para declararse la muerte procesal a través del artículo 

317 del C.G.P., que dice que se necesita que no se haya realizado 

actuación alguna dentro de los dos (2) años siguientes al haberse proferido 

la sentencia ordenando seguir adelante la ejecución. 

 

Al respecto el artículo 317 del C.G.P. señala:  

 

El desistimiento tácito se aplicará en los siguientes eventos: 

 

… 2. Cuando un proceso o actuación de cualquier naturaleza, en 

cualquiera de sus etapas, permanezca inactivo en la secretaría del 

despacho, porque no se solicita o realiza ninguna actuación durante 

el plazo de un (1) año en primera o única instancia, contados desde 
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el día siguiente a la última notificación o desde la última diligencia o 

actuación, a petición de parte o de oficio, se decretará la 

terminación por desistimiento tácito sin necesidad de requerimiento 

previo. En este evento no habrá condena en costas "o perjuicios" a 

cargo de las partes. 

 

El desistimiento tácito se regirá por las siguientes reglas: 

 

… b) Si el proceso cuenta con sentencia ejecutoriada a favor del 

demandante o auto que ordena seguir adelante la ejecución, el 

plazo previsto en este numeral será de dos (2) años; 

 

c) Cualquier actuación, de oficio o a petición de parte, de cualquier 

naturaleza, interrumpirá los términos previstos en este artículo; 

La señora Jueza en providencia del 09 de abril de 2021, declara terminado 

el presente proceso por desistimiento tácito de conformidad con el artículo 

317 del C.G.P. 

La Carta Política de 1991 en su artículo 29 en concordancia con el artículo 

229 de la misma obra, nos señala que el debido proceso se aplicará a toda 

clase de actuaciones judiciales y administrativas; y la norma posterior indica 

que se garantizará el derecho de toda persona al acceso a la 

administración de justicia; no obstante que el artículo 228 dice que deberá 

prevalecer el derecho sustancial. 

No es querer del Banco no actuar dentro del proceso, mantenerlo inactivo, 

con desidia; sino que no se ha podido obtener de la ejecutada el recaudo 

de la obligación, no encontrando más bienes para recuperar el crédito. 

Entonces la inactividad no es un capricho del Banco, sino que no se puede 

llegar a realizar lo imposible, porque igualmente hay que interpretar la 

norma, no en su sentido exegético, sino igualmente en su sentir sociológico. 

La letra del artículo que declaró el desistimiento tácito no nació muerta y se 

aplica porque se aplica.  
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Si la ley fuera exegética, conforme al Decreto 806 de 2020, todos los jueces 

tendrían que estar en los Despachos Judiciales, sino que estas disposiciones 

expedidas con fuerza de ley encierran un contenido sociológico que les 

impide enviarlos a sus oficinas judiciales a despachar. 

El Banco ha realizado todo lo posible por el recaudo efectivo de los dineros, 

lo que no ha sucedido, por lo que nadie está obligado a lo imposible, y 

menos se puede castigar con un desistimiento cuando la ejecutante ha 

estado presto a cumplir con los deberes que el ejercicio profesional le 

permite, por lo que considero debe revocarse la medida drástica e 

irreflexiva que ha tomado el Despacho. Aquí no puede imperar el afán de 

sustraerse de unos procesos, cuando hay que tener en cuenta los aspectos 

antes anotados, ya que como lo dice la norma de normas, debe imperar lo 

sustancial ante lo formal. 

Téngase en cuenta que en virtud de la pandemia se suspendieron los 

términos, no se han podido examinar los procesos, como en este caso, para 

indagar si todos los oficios fueron elaborados en toda su extensión y si los 

entregados todos fueron contestados, porque solo se sabe que fueron 

contestados por Bancoomeva y Banco Caja Social; porque igualmente se 

han presentado situaciones en las que cuando se acude al Juzgado a 

reclamar los oficios éstos no están elaborados; además el no haber acceso 

de los usuarios a los Despachos Judiciales, hace imposible examinar el 

asunto y determinar si las entidades financieras dieron respuestas a ciertos 

oficios; como igualmente tampoco se encuentra el expediente en la 

plataforma TYBA SIGLO XXI. 

Lo dicho impide el derecho de defensa y de contradicción, ya que no se 

puede acceder al examen del cuaderno principal y al de medidas previas.  

Es importante traer a colación lo que dice la Corte Suprema de Justicia Sala 

de Casación Civil STC 5402-2017 donde reitera: 

“(…) La exigencia de cumplir determinada carga procesal y aplicar la 

sanción ante la inobservancia reglada en el precepto citado, no 



 
 
 
 
 
 

Jaimes Fuentes Abogados.  

Fijo: 5800887 – Móvil: 3017548826 - 3008195712 

Dirección: Calle 7 E No. 14 A – 87 Pontevedra.  

Valledupar, Cesar. 

puede ser irreflexiva de las circunstancias especiales previstas en el 

referido artículo 317 del Código General de Proceso, sino que debe 

obedecer a una evaluación particularizada de cada situación, es 

decir, del caso en concreto, para establecer si hay lugar a la 

imposición de la premisa legal. 

Lo anterior, porque la actividad debe estar presidida por la virtud de 

la prudencia, que exige que al Juez obrar con cautela, moderación y 

sensatez a la hora de aplicar la ley, más cuando, como en el caso de 

autos, la aplicación automática de las normas puede conducir a una 

restricción excesiva de derechos fundamentales, en este caso al 

debido proceso y al acceso a la administración de justicia (…)”. (CSJ 

STC 16508-2014, 4 dic. 2014, rad 00816-01, CST STC 2604-2016, 2 MARZ. 

2016, rad. 2015-00172-01). 

 

Además de todo lo dicho, el Despacho debe observar y examinar el asunto 

con toda prudencia, para que pueda colegir todas las actuaciones que se 

han realizado, las cuales han sido imposibles de ejecutar por circunstancias 

ajenas al acreedor (demandante); a lo cual hay que agregarle que en el 

proceso existen dos partes, entre ella, la ejecutada, que también le asisten 

deberes, conforme al artículo 42 del C.G.P., por lo que debió tenerse en 

cuenta el numeral 2 de este artículo, que nos habla de la igualdad de las 

partes. 

 

Con la decisión tomada se arrasa con los derechos sustanciales, sin 

detenerse a realizar un examen de las formas de interpretación del derecho, 

que además de la exegética existe la sociológica, la que parece pasa 

inadvertida para el despacho, solamente cumplir la norma por cumplirla y 

sin ninguna motivación del por qué se declara el desistimiento tácito, 

obsérvese el auto, no hay motivación del Despacho como lo dispone el 

numeral 7° del artículo 42 del C.G.P., que nos habla de las motivaciones de 

las providencias. El auto que dio por terminado el proceso es un auto 
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interlocutorio, y en razón de ello la decisión tomada debió motivarse y no 

trasladar la disposición llana y muerta. 

 

Tampoco se tiene en cuenta que la entidad financiera ha realizado las 

actuaciones propias para la recaudación del crédito, lo cual ha sido 

imposible. El actuar del despacho en vez de garantizar los derechos del 

banco, premia es al demandado. 

 

No tiene en cuenta por ejemplo que la copia digital del expediente no se 

encuentra en el sistema TYBA SIGLO XXI, terminándole a la parte 

demandante un proceso por falta de diligencia, pero la administración de 

justicia no ha cumplido con la carga de digitalizar el proceso para 

conocerlo. 

 

Es pertinente trasladar a este escrito lo que dice la Corte Constitucional en 

la Sentencia C-886 de 2004, M.P. Manuel José Cepeda: “…que, en sentido 

contrario, aunque el legislador tiene competencia para imponer cargas 

dentro de los procesos, estas tampoco pueden ser desproporcionadas, 

irrazonables, injustas o ajenas a la Constitución Política. Si ese es el tipo de 

carga que se discute, el juez constitucional puede intervenir para determinar 

si los fines buscados por la norma son constitucionales y si la carga impuesta 

resulta ser razonable y proporcional respecto a los derechos consagrados 

en la norma superior. De no ser así, se comprometerían las expectativas 

ciudadanas de un juicio legítimo, justo y con garantías...”. 

 

Entendiendo la decisión de la Corte Constitucional se puede decir, 

conforme a la medida tomada por esta agencia judicial, aplica una sanción 

desproporcionada sin tener en cuenta todas las gestiones que han sido 

objetivas en la búsqueda del pago del crédito siendo ello imposible, sin 

embargo la solución para el Despacho es la sanción, que presumo aplica, 

teniendo en cuenta la norma que allegó para dar por terminado el proceso, 

sin más miramientos ni motivación, y sin tener en cuenta que los términos 

estuvieron suspendidos desde el día 16 de marzo de 2020, haciendo 

imposible escudriñar la base de información que es obligación del 
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Despacho subir al sistema TYBA SIGLO XXI, y que no ha cumplido, pero sí se 

castiga al ejecutante. 

 

La situación de pandemia y de interrupción y suspensión de términos, fue 

una circunstancia ajena que impidió tomar información del asunto que este 

despacho tramita y al cual le ha puesto fin, lo que igualmente no fue 

valorado. 

 

Asimismo ha dispuesto la Corte Constitucional en la sentencia C-1194/2008, 

al decir:” … en cuanto a que el «desistimiento tácito» no se aplicará, cuando 

las partes «por razones de fuerza mayor, están imposibilitadas para cumplir 

sus deberes procesales con la debida diligencia». 

 

Considero que este despacho ha desconocido el debido proceso y el 

acceso a la administración de justicia (arts. 29 y 229 C.N.) al tomar la decisión 

de terminación del proceso, en primer lugar, sin motivar la providencia 

constituyendo un defecto sustancial y procesal que impide la impugnación, 

no obstante, pudiendo llegarse a presumir, que no es mi facultad, que el 

lapso del tiempo extinguió el derecho; empero, no se hizo como se informa, 

ningún estudio reflexivo y motivado del por qué llegó a la conclusión en su 

decisión de sancionar al banco con la terminación del proceso. 

 

La Corte Constitucional en Sentencia T-066 de 2006, dice que: “Una decisión 

judicial puede violar el debido proceso cuando el servidor incumple con el 

deber de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus 

decisiones, en el entendido de que en esa motivación reposa la legitimidad 

de su órbita funcional. 

 

El deber para el juez de dar a conocer las razones de su decisión, pues es 

de allí de donde deriva la facultad de los demás sujetos procesales de 

impugnarla, bajo el supuesto de que una resolución sin motivación ni 

siquiera alcanza el carácter de providencia, pues desconoce por 

consecuencia el principio fundamental de contradicción sobre el cual 

descansa el sistema jurisdiccional…” 
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Además de lo dicho, si el despacho hubiera observado el asunto, pudiera 

haber concluido que la entidad financiera sí realizó los impulsos pertinentes 

para recuperar su crédito, lo cual ha resultado imposible, por lo que no 

puede sancionarse, como ha sucedido. 

 

Hay que agregar de igual forma, que del asunto se desconoce si todas las 

entidades crediticias respondieron a este Juzgado, de no ser así, ante las 

solicitudes de requerimiento, la carga se le trasladó a la administración de 

justicia. 

 

Tenga en cuenta, como se ha venido informando, que el Decreto 806 de 

2020 nos habla de la suspensión e interrupción de términos que no se 

cuentan, lo que impidió conocer, revisar el proceso, y aún más, cuando ni 

siquiera se encuentra en el sistema TYBA SIGLO XXI. 

 

Viendo que el Despacho traslado el artículo 317 del CGP para ponerle fin al 

proceso sin más razones ni motivaciones, pues la conducta del funcionario 

judicial violó el debido proceso y el acceso a la administración de justicia, 

como lo he recalcado; para no quedarme de brazos cruzados y poder 

acceder a otras instancias, es la razón de los recursos que aquí interpongo, 

y que no se me vaya a informar de que procesalmente no actué.   

 

P E T I C I O N 

 

Con fundamento en la exposición breve, le solicito a su despacho se sirva 

revocar el auto que decretó de manera oficiosa el desistimiento tácito del 

proceso y en caso de no acceder conceda la apelación.  

  

De usted, atentamente, 

_____________________________ 

VÍCTOR JULIO JAIMES TORRES 

CC 12.719.491 de Valledupar 

TP 29.402 del CSJ 



LEONARDO ENRIQUE DE LA ROSA GUTIERREZ 
ABOGADO TITULADO 

UNIVERSIDAD SIMON BOLIVAR 

CALLE 71 # 35B-77  TEL. 3524014, CEL. 310-7063701  

CORREO ELECTRONICO leonardodelarosag@hotmail.com 

BARRANQUILLA - COLOMBIA 

 

 

Señor: 

JUEZ 1 CIVIL MUNICIPAL DE ORALIDAD DE VALLEDUPAR 

E        S    D 

 

 

Referencia: Ejecutivo De ESPUMADOS DEL LITORAL Y/O COLCHONES Y 

MUEBLES RELAX S.A Contra AMPARO VILARDY. 

 

Radicación: 20001-40-03-001-2013-00-677-00 

 

 

LEONARDO DE LA ROSA GUTIERREZ, mayor de edad, identificado con la cédula 

No 77.017.330 de Valledupar y T.P No 83852 del C.S.J, y actuando como apoderado de la 

parte demandante del proceso de la referencia, y estando dentro del término para hacerlo, 

por medio del presente escrito muy respetuosamente me permito: 

 

Presentar liquidación de crédito actualizada de los procesos acumulados radicación 677-

2013 y 115-2014, hasta marzo de 2021, así: 

 

Proceso radicación 677-2013 

 

Capital   $   39.538.000 

Intereses  $   87.737.353 

SubTotal  $ 127.275.573 

Menos abonos  $   13.903.675 

Total   $ 113.371.898 

 

Proceso radicación 115-2014 

 

Capital   $ 16.927.009 

Intereses  $ 36.399.612 

Total   $ 53.626.621 

 

Valor total a pagar sumados las liquidaciones de los dos procesos $ 166.998.519, SON  

CIENTO SESENTA Y SEIS MILLONES NOVECIENTOS NOVENTA Y OCHO MIL 

QUINIENTOS DIECINUEVE PESOS M/L.* 

 

Anexo liquidaciones realizadas mes por mes. 

 

Renuncio al término de ejecutoría. 

 

 

Atte, 

 

 
 

LEONARDO DE LA ROSA GUTIERREZ 

C.C # 77.017.330 De Valledupar 

T.P # 83852 del C S J 



LIQUIDACION DEUDA  

AÑO 2013 

  CAPITAL RES. I.B.C. % MORA INIC. - VIG. FIN. - VIG. DIAS INTERESES 

Ene 0,00 2200 20,75 20,75 01/01/2013 31/01/2013 31 0,00 

Feb 39.538.000,00 2200 20,75 20,75 01/02/2013 28/02/2013 29 660.888,65 

Mar 39.538.000,00 605 20,75 20,83 01/03/2013 31/03/2013 31 709.190,91 

Abr 39.538.000,00 605 20,83 20,83 01/04/2013 30/04/2013 30 686.313,78 

May 39.538.000,00 605 20,83 20,83 01/05/2013 31/05/2013 31 709.190,91 

Jun 39.538.000,00 1192 20,83 20,34 01/06/2013 30/06/2013 30 670.169,10 

Jul 39.538.000,00 1192 20,34 20,34 01/07/2013 31/07/2013 31 692.508,07 

Ago 39.538.000,00 1192 20,34 20,34 01/08/2013 31/08/2013 31 692.508,07 

Sep 39.538.000,00 1779 20,34 19,85 01/09/2013 30/09/2013 31 675.825,23 

Oct 39.538.000,00 1179 19,85 19,85 01/10/2013 31/10/2013 31 675.825,23 

Nov 39.538.000,00 1179 19,85 19,85 01/11/2013 30/11/2013 30 654.024,42 

Dic 39.538.000,00 2372 19,85 19,65 01/12/2013 31/12/2013 31 669.015,91 

TOTAL DE INTERESES MORATORIOS 2013 7.495.460,28 

                  

AÑO 2014 

  CAPITAL RES. I.B.C. % MORA INIC. - VIG. FIN. - VIG. DIAS INTERESES 

Ene 39.538.000,00 2372 19,65 19,65 01/01/2014 31/01/2014 31 669.015,91 

Feb 39.538.000,00 2372 20,75 19,65 01/02/2014 28/02/2014 29 625.853,59 

Mar 39.538.000,00 503 20,75 19,63 01/03/2014 31/03/2014 31 668.334,98 

Abr 39.538.000,00 503 20,83 19,63 01/04/2014 30/04/2014 30 646.775,78 

May 39.538.000,00 503 20,83 19,63 01/05/2014 31/05/2014 31 668.334,98 

Jun 39.538.000,00 1041 20,83 19,33 01/06/2014 30/06/2014 30 636.891,28 

Jul 39.538.000,00 1041 20,34 19,33 01/07/2014 31/07/2014 31 658.120,99 

Ago 39.538.000,00 1041 20,34 19,33 01/08/2014 31/08/2014 31 658.120,99 

Sep 39.538.000,00 1707 20,34 19,17 01/09/2014 30/09/2014 31 652.673,54 

Oct 39.538.000,00 1707 19,85 19,17 01/10/2014 31/10/2014 31 652.673,54 



Nov 39.538.000,00 1707 19,85 19,17 01/11/2014 30/11/2014 30 631.619,55 

Dic 39.538.000,00 2259 19,85 19,17 01/12/2014 31/12/2014 31 652.673,54 

TOTAL DE INTERESES MORATORIOS 2014 7.821.088,66 

                  

AÑO 2015 

  CAPITAL RES. I.B.C. % MORA INIC. - VIG. FIN. - VIG. DIAS INTERESES 

  ABONO                

Ene 39.538.000,00 2259 19,65 19,17 01/01/2015 31/01/2015 31 652.673,54 

Feb 39.538.000,00 2259 20,75 19,17 01/02/2015 28/02/2015 29 610.565,57 

Mar 39.538.000,00 2359 20,75 19,21 01/03/2015 31/03/2015 31 654.035,40 

Abr 39.538.000,00 369 20,83 19,37 01/04/2015 30/04/2015 30 638.209,22 

May 39.538.000,00 369 20,83 19,37 01/05/2015 31/05/2015 31 659.482,86 

Jun 39.538.000,00 369 20,83 19,37 01/06/2015 30/06/2015 30 638.209,22 

Jul 39.538.000,00 913 20,34 19,37 01/07/2015 31/07/2015 31 659.482,86 

Ago 39.538.000,00 913 20,34 30,51 01/08/2015 31/08/2015 31 1.038.762,11 

Sep 39.538.000,00 913 20,34 30,51 01/09/2015 30/09/2015 31 1.038.762,11 

Oct 39.538.000,00 1341 19,85 29,775 01/10/2015 31/10/2015 31 1.013.737,85 

Nov 39.538.000,00 1341 19,85 29,775 01/11/2015 30/11/2015 30 981.036,63 

Dic 39.538.000,00 1341 19,85 29,775 01/12/2015 31/12/2015 31 1.013.737,85 

TOTAL DE INTERESES MORATORIOS 2015 9.598.695,17 

                  

                  

AÑO 2016 

  CAPITAL RES. I.B.C. % MORA INIC. - VIG. FIN. - VIG. DIAS INTERESES 

  ABONO                

Ene 39.538.000,00 2336 19,68 29,52 01/01/2016 31/01/2016 31 1.005.055,96 

Feb 39.538.000,00 2336 19,68 29,52 01/02/2016 28/02/2016 29 940.213,64 

Mar 39.538.000,00 2336 19,68 29,52 01/03/2016 31/03/2016 31 1.005.055,96 

Abr 39.538.000,00 2336 20,54 30,81 01/04/2016 31/01/2016 30 1.015.138,15 



May 39.538.000,00 2336 20,54 30,81 01/05/2016 28/02/2016 31 1.048.976,09 

Jun 39.538.000,00 2336 20,54 30,81 01/06/2016 31/03/2016 30 1.015.138,15 

Jul 39.538.000,00 2336 21,34 32,01 01/07/2016 31/01/2016 31 1.089.832,02 

Ago 39.538.000,00 2336 21,34 32,01 01/08/2016 28/02/2016 31 726.554,68 

Sep 39.538.000,00 2336 21,34 32,01 01/09/2016 31/03/2016 30 703.117,43 

Oct 39.538.000,00 2336 21,99 32,985 01/10/2016 31/01/2016 31 748.684,98 

Nov 39.538.000,00 2336 21,99 32,985 01/11/2016 28/02/2016 30 724.533,85 

Dic 39.538.000,00 0 21,99 32,985 01/12/2016 31/03/2016 31 1.123.027,47 

TOTAL DE INTERESES MORATORIOS 2016 10.140.272,42 

AÑO 2017 

  CAPITAL RES. I.B.C. % MORA INIC. - VIG. FIN. - VIG. DIAS INTERESES 

  ABONO                

Ene 39.538.000,00 1233 21,99 32,985 01/01/2017 31/01/2017 31 1.123.027,47 

Feb 39.538.000,00 1233 21,99 32,985 01/02/2017 28/02/2017 29 1.050.574,08 

Mar 39.538.000,00 1233 21,99 32,985 01/03/2017 31/03/2017 31 1.123.027,47 

Abr 39.538.000,00 1233 21,99 32,985 01/04/2017 30/04/2017 30 1.086.800,78 

May 39.538.000,00 1612 22,34 33,51 01/05/2017 31/05/2017 31 1.140.901,94 

Jun 39.538.000,00 488 22,33 33,495 01/06/2017 30/06/2017 30 1.103.604,43 

Jul 39.538.000,00 907 21,98 32,97 01/07/2017 31/07/2017 31 1.122.516,77 

Ago 39.538.000,00 1155 21,48 32,22 01/08/2017 31/08/2017 31 1.096.981,81 

Sep 39.538.000,00 1298 21,15 31,725 01/09/2017 30/09/2017 31 1.080.128,74 

Oct 39.538.000,00 1447 20,96 31,44 01/10/2017 31/10/2017 31 1.070.425,45 

Nov 39.538.000,00 1619 20,77 31,155 01/11/2017 30/11/2017 30 1.026.505,33 

Dic 39.538.000,00 1690 20,69 31,035 01/12/2017 31/12/2017 31 1.056.636,58 

  13.081.130,83 

AÑO 2018 

  CAPITAL RES. I.B.C. % MORA INIC. - VIG. FIN. - VIG. DIAS INTERESES 

  ABONO                

Ene 39.538.000,00 131 21,01 31,515 01/01/2018 31/01/2018 31 1.072.978,95 



Feb 39.538.000,00 259 20,68 31,02 01/02/2018 28/02/2018 29 987.988,72 

Mar 39.538.000,00 398 20,48 30,72 01/03/2018 31/03/2018 31 1.045.911,89 

Abr 39.538.000,00 527 20,44 30,72 01/04/2018 30/04/2018 30 1.012.172,80 

May 39.538.000,00 687 20,28 30,42 01/05/2018 31/05/2018 31 1.035.697,91 

Jun 39.538.000,00 820 20,03 30,045 01/06/2018 30/06/2018 30 989.932,68 

Jul 39.538.000,00 954 19,94 29,91 01/07/2018 31/07/2018 31 1.018.334,14 

Ago 39.538.000,00 1112 19,81 29,715 01/08/2018 31/08/2018 31 1.011.695,05 

Sep 39.538.000,00 1294 19,63 29,445 01/09/2018 30/09/2018 31 1.002.502,46 

Oct 39.538.000,00 1521 19,49 29,235 01/10/2018 31/10/2018 31 995.352,68 

Nov 39.538.000,00 1708 19,4 29,1 01/11/2018 30/11/2018 30 958.796,50 

Dic 39.538.000,00 1872 19,94 29,91 01/12/2018 31/12/2018 31 1.018.334,14 

TOTAL DE INTERESES MORATORIOS 2018 12.149.697,92 

AÑO 2019 

  CAPITAL RES. I.B.C. % MORA INIC. - VIG. FIN. - VIG. DIAS INTERESES 

  ABONO                

Ene 39.538.000,00 111 19,7 29,55 01/01/2019 31/01/2019 31 1.006.077,36 

Feb 39.538.000,00 263 19,37 29,055 01/02/2019 28/02/2019 29 925.403,36 

Mar 39.538.000,00 389 19,32 28,98 01/03/2019 31/03/2019 31 986.670,79 

Abr 39.538.000,00 389 19,32 31,035 01/04/2019 30/04/2019 30 1.022.551,53 

May 39.538.000,00 574 19,34 31,035 01/05/2019 31/04/2019 31 1.056.636,58 

Jun 39.538.000,00 697 19,3 31,035 01/06/2019 30/06/2019 30 1.022.551,53 

Jul 39.538.000,00 829 19,28 31,035 01/07/2019 31/07/2019 31 1.056.636,58 

Ago 39.538.000,00 829 19,28 31,035 01/08/2019 31/08/2019 31 1.056.636,58 

Sep 39.538.000,00 1018 19,32 31,035 01/09/2019 30/09/2019 30 1.022.551,53 

Oct 39.538.000,00 1145 19,32 31,035 01/10/2019 31/10/2019 31 1.056.636,58 

Nov 39.538.000,00 1293 19,1 31,035 01/11/2019 30/11/2019 30 1.022.551,53 

Dic 39.538.000,00 1603 18,91 31,035 01/12/2019 31/12/2019 31 1.056.636,58 

TOTAL DE INTERESES MORATORIOS 2019 12.291.540,49 

         



AÑO 2020 

  CAPITAL RES. I.B.C. % MORA INIC. - VIG. FIN. - VIG. DIAS INTERESES 

  ABONO                

Ene 39.538.000,00 111 19,7 29,55 01/01/2020 31/01/2020 31 1.006.077,36 

Feb 39.538.000,00 263 19,37 29,055 01/02/2020 28/02/2020 29 925.403,36 

Mar 39.538.000,00 389 19,32 28,98 01/03/2020 31/03/2020 31 986.670,79 

Abr 39.538.000,00 389 19,32 31,035 01/04/2020 30/04/2020 30 1.022.551,53 

May 39.538.000,00 574 19,34 31,035 01/05/2020 31/04/2020 31 1.056.636,58 

Jun 39.538.000,00 697 19,3 31,035 01/06/2020 30/06/2020 30 1.022.551,53 

Jul 39.538.000,00 829 19,28 31,035 01/07/2020 31/07/2020 31 1.056.636,58 

Ago 39.538.000,00 829 19,28 31,035 01/08/2020 31/08/2020 31 1.056.636,58 

Sep 39.538.000,00 1018 19,32 31,035 01/09/2020 30/09/2020 30 1.022.551,53 

Oct 39.538.000,00 1145 19,32 31,035 01/10/2020 31/10/2020 31 1.056.636,58 

Nov 39.538.000,00 1293 19,1 31,035 01/11/2020 30/11/2020 30 1.022.551,53 

Dic 39.538.000,00 1603 18,91 31,035 01/12/2020 31/12/2020 31 1.056.636,58 

TOTAL DE INTERESES MORATORIOS 2020 12.291.540,49 

         

      AÑO 2021         

  CAPITAL RES. I.B.C. % MORA INIC. - VIG. FIN. - VIG. DIAS INTERESES 

  ABONO                

Ene 39.538.000,00 111 19,7 29,55 01/01/2020 31/01/2020 31 1.006.077,36 

Feb 39.538.000,00 263 19,37 29,055 01/02/2020 28/02/2020 29 925.403,36 

Mar 39.538.000,00 389 19,32 28,98 01/03/2020 31/03/2020 31 986.670,79 

Abr 0,00 389 19,32 31,035 01/04/2020 30/04/2020 30 0,00 

May 0,00 574 19,34 31,035 01/05/2020 31/04/2020 31 0,00 

Jun 0,00 697 19,3 31,035 01/06/2020 30/06/2020 30 0,00 

Jul 0,00 829 19,28 31,035 01/07/2020 31/07/2020 31 0,00 

Ago 0,00 829 19,28 31,035 01/08/2020 31/08/2020 31 0,00 

Sep 0,00 1018 19,32 31,035 01/09/2020 30/09/2020 30 0,00 



Oct 0,00 1145 19,32 31,035 01/10/2020 31/10/2020 31 0,00 

Nov 0,00 1293 19,1 31,035 01/11/2020 30/11/2020 30 0,00 

Dic 0,00 1603 18,91 31,035 01/12/2020 31/12/2020 31 0,00 

TOTAL DE INTERESES MORATORIOS 2021 2.918.151,51 

         

         

     CAPITAL   39.538.000,00 

     INTERESES   87.737.573,00 

     TOTAL   127.275.573,00 

     MENOS ABONOS                     13.903.675,00  

     TOTAL LIQ.   113.371.898,00 
 



LIQUIDACION DEUDA  

AÑO 2013 

  CAPITAL RES. I.B.C. % MORA INIC. - VIG. FIN. - VIG. DIAS INTERESES 

Ene 0,00 2200 20,75 20,75 01/01/2013 31/01/2013 31 0,00 

Feb 0,00 2200 20,75 20,75 01/02/2013 28/02/2013 29 0,00 

Mar 0,00 605 20,75 20,83 01/03/2013 31/03/2013 31 0,00 

Abr 0,00 605 20,83 20,83 01/04/2013 30/04/2013 30 0,00 

May 0,00 605 20,83 20,83 01/05/2013 31/05/2013 31 0,00 

Jun 16.927.009,00 1192 20,83 20,34 01/06/2013 30/06/2013 30 286.912,80 

Jul 16.927.009,00 1192 20,34 20,34 01/07/2013 31/07/2013 31 296.476,56 

Ago 16.927.009,00 1192 20,34 20,34 01/08/2013 31/08/2013 31 296.476,56 

Sep 16.927.009,00 1779 20,34 19,85 01/09/2013 30/09/2013 31 289.334,31 

Oct 16.927.009,00 1179 19,85 19,85 01/10/2013 31/10/2013 31 289.334,31 

Nov 16.927.009,00 1179 19,85 19,85 01/11/2013 30/11/2013 30 280.000,94 

Dic 16.927.009,00 2372 19,85 19,65 01/12/2013 31/12/2013 31 286.419,10 

TOTAL DE INTERESES MORATORIOS 2013 2.024.954,58 

                  

AÑO 2014 

  CAPITAL RES. I.B.C. % MORA INIC. - VIG. FIN. - VIG. DIAS INTERESES 

Ene 16.927.009,00 2372 19,65 19,65 01/01/2014 31/01/2014 31 286.419,10 

Feb 16.927.009,00 2372 20,75 19,65 01/02/2014 28/02/2014 29 267.940,45 

Mar 16.927.009,00 503 20,75 19,63 01/03/2014 31/03/2014 31 286.127,58 

Abr 16.927.009,00 503 20,83 19,63 01/04/2014 30/04/2014 30 276.897,66 

May 16.927.009,00 503 20,83 19,63 01/05/2014 31/05/2014 31 286.127,58 

Jun 16.927.009,00 1041 20,83 19,33 01/06/2014 30/06/2014 30 272.665,90 

Jul 16.927.009,00 1041 20,34 19,33 01/07/2014 31/07/2014 31 281.754,77 

Ago 16.927.009,00 1041 20,34 19,33 01/08/2014 31/08/2014 31 281.754,77 

Sep 16.927.009,00 1707 20,34 19,17 01/09/2014 30/09/2014 31 279.422,60 

Oct 16.927.009,00 1707 19,85 19,17 01/10/2014 31/10/2014 31 279.422,60 



Nov 16.927.009,00 1707 19,85 19,17 01/11/2014 30/11/2014 30 270.408,97 

Dic 16.927.009,00 2259 19,85 19,17 01/12/2014 31/12/2014 31 279.422,60 

TOTAL DE INTERESES MORATORIOS 2014 3.348.364,56 

                  

AÑO 2015 

  CAPITAL RES. I.B.C. % MORA INIC. - VIG. FIN. - VIG. DIAS INTERESES 

  ABONO                

Ene 16.927.009,00 2259 19,65 19,17 01/01/2015 31/01/2015 31 279.422,60 

Feb 16.927.009,00 2259 20,75 19,17 01/02/2015 28/02/2015 29 261.395,34 

Mar 16.927.009,00 2359 20,75 19,21 01/03/2015 31/03/2015 31 280.005,64 

Abr 16.927.009,00 369 20,83 19,37 01/04/2015 30/04/2015 30 273.230,14 

May 16.927.009,00 369 20,83 19,37 01/05/2015 31/05/2015 31 282.337,81 

Jun 16.927.009,00 369 20,83 19,37 01/06/2015 30/06/2015 30 273.230,14 

Jul 16.927.009,00 913 20,34 19,37 01/07/2015 31/07/2015 31 282.337,81 

Ago 16.927.009,00 913 20,34 30,51 01/08/2015 31/08/2015 31 444.714,84 

Sep 16.927.009,00 913 20,34 30,51 01/09/2015 30/09/2015 31 444.714,84 

Oct 16.927.009,00 1341 19,85 29,775 01/10/2015 31/10/2015 31 434.001,46 

Nov 16.927.009,00 1341 19,85 29,775 01/11/2015 30/11/2015 30 420.001,41 

Dic 16.927.009,00 1341 19,85 29,775 01/12/2015 31/12/2015 31 434.001,46 

TOTAL DE INTERESES MORATORIOS 2015 4.109.393,48 

                  

                  

AÑO 2016 

  CAPITAL RES. I.B.C. % MORA INIC. - VIG. FIN. - VIG. DIAS INTERESES 

  ABONO                

Ene 16.927.009,00 2336 19,68 29,52 01/01/2016 31/01/2016 31 430.284,57 

Feb 16.927.009,00 2336 19,68 29,52 01/02/2016 28/02/2016 29 402.524,27 

Mar 16.927.009,00 2336 19,68 29,52 01/03/2016 31/03/2016 31 430.284,57 

Abr 16.927.009,00 2336 20,54 30,81 01/04/2016 31/01/2016 30 434.600,96 



May 16.927.009,00 2336 20,54 30,81 01/05/2016 28/02/2016 31 449.087,65 

Jun 16.927.009,00 2336 20,54 30,81 01/06/2016 31/03/2016 30 434.600,96 

Jul 16.927.009,00 2336 21,34 32,01 01/07/2016 31/01/2016 31 466.578,90 

Ago 16.927.009,00 2336 21,34 32,01 01/08/2016 28/02/2016 31 311.052,60 

Sep 16.927.009,00 2336 21,34 32,01 01/09/2016 31/03/2016 30 301.018,64 

Oct 16.927.009,00 2336 21,99 32,985 01/10/2016 31/01/2016 31 320.527,02 

Nov 16.927.009,00 2336 21,99 32,985 01/11/2016 28/02/2016 30 310.187,44 

Dic 16.927.009,00 0 21,99 32,985 01/12/2016 31/03/2016 31 480.790,53 

TOTAL DE INTERESES MORATORIOS 2016 4.341.253,54 

AÑO 2017 

  CAPITAL RES. I.B.C. % MORA INIC. - VIG. FIN. - VIG. DIAS INTERESES 

  ABONO                

Ene 16.927.009,00 1233 21,99 32,985 01/01/2017 31/01/2017 31 480.790,53 

Feb 16.927.009,00 1233 21,99 32,985 01/02/2017 28/02/2017 29 449.771,79 

Mar 16.927.009,00 1233 21,99 32,985 01/03/2017 31/03/2017 31 480.790,53 

Abr 16.927.009,00 1233 21,99 32,985 01/04/2017 30/04/2017 30 465.281,16 

May 16.927.009,00 1612 22,34 33,51 01/05/2017 31/05/2017 31 488.442,95 

Jun 16.927.009,00 488 22,33 33,495 01/06/2017 30/06/2017 30 472.475,14 

Jul 16.927.009,00 907 21,98 32,97 01/07/2017 31/07/2017 31 480.571,89 

Ago 16.927.009,00 1155 21,48 32,22 01/08/2017 31/08/2017 31 469.639,86 

Sep 16.927.009,00 1298 21,15 31,725 01/09/2017 30/09/2017 31 462.424,73 

Oct 16.927.009,00 1447 20,96 31,44 01/10/2017 31/10/2017 31 458.270,56 

Nov 16.927.009,00 1619 20,77 31,155 01/11/2017 30/11/2017 30 439.467,47 

Dic 16.927.009,00 1690 20,69 31,035 01/12/2017 31/12/2017 31 452.367,26 

  5.600.293,87 

AÑO 2018 

  CAPITAL RES. I.B.C. % MORA INIC. - VIG. FIN. - VIG. DIAS INTERESES 

  ABONO                

Ene 16.927.009,00 131 21,01 31,515 01/01/2018 31/01/2018 31 459.363,76 



Feb 16.927.009,00 259 20,68 31,02 01/02/2018 28/02/2018 29 422.977,74 

Mar 16.927.009,00 398 20,48 30,72 01/03/2018 31/03/2018 31 447.775,81 

Abr 16.927.009,00 527 20,44 30,72 01/04/2018 30/04/2018 30 433.331,43 

May 16.927.009,00 687 20,28 30,42 01/05/2018 31/05/2018 31 443.403,00 

Jun 16.927.009,00 820 20,03 30,045 01/06/2018 30/06/2018 30 423.809,99 

Jul 16.927.009,00 954 19,94 29,91 01/07/2018 31/07/2018 31 435.969,22 

Ago 16.927.009,00 1112 19,81 29,715 01/08/2018 31/08/2018 31 433.126,90 

Sep 16.927.009,00 1294 19,63 29,445 01/09/2018 30/09/2018 31 429.191,37 

Oct 16.927.009,00 1521 19,49 29,235 01/10/2018 31/10/2018 31 426.130,40 

Nov 16.927.009,00 1708 19,4 29,1 01/11/2018 30/11/2018 30 410.479,97 

Dic 16.927.009,00 1872 19,94 29,91 01/12/2018 31/12/2018 31 435.969,22 

TOTAL DE INTERESES MORATORIOS 2018 5.201.528,81 

AÑO 2019 

  CAPITAL RES. I.B.C. % MORA INIC. - VIG. FIN. - VIG. DIAS INTERESES 

  ABONO                

Ene 16.927.009,00 111 19,7 29,55 01/01/2019 31/01/2019 31 430.721,85 

Feb 16.927.009,00 263 19,37 29,055 01/02/2019 28/02/2019 29 396.183,70 

Mar 16.927.009,00 389 19,32 28,98 01/03/2019 31/03/2019 31 422.413,51 

Abr 16.927.009,00 389 19,32 31,035 01/04/2019 30/04/2019 30 437.774,77 

May 16.927.009,00 574 19,34 31,035 01/05/2019 31/04/2019 31 452.367,26 

Jun 16.927.009,00 697 19,3 31,035 01/06/2019 30/06/2019 30 437.774,77 

Jul 16.927.009,00 829 19,28 31,035 01/07/2019 31/07/2019 31 452.367,26 

Ago 16.927.009,00 829 19,28 31,035 01/08/2019 31/08/2019 31 452.367,26 

Sep 16.927.009,00 1018 19,32 31,035 01/09/2019 30/09/2019 30 437.774,77 

Oct 16.927.009,00 1145 19,32 31,035 01/10/2019 31/10/2019 31 452.367,26 

Nov 16.927.009,00 1293 19,1 31,035 01/11/2019 30/11/2019 30 437.774,77 

Dic 16.927.009,00 1603 18,91 31,035 01/12/2019 31/12/2019 31 452.367,26 

TOTAL DE INTERESES MORATORIOS 2019 5.262.254,45 

         



AÑO 2020 

  CAPITAL RES. I.B.C. % MORA INIC. - VIG. FIN. - VIG. DIAS INTERESES 

  ABONO                

Ene 16.927.009,00 111 19,7 29,55 01/01/2020 31/01/2020 31 430.721,85 

Feb 16.927.009,00 263 19,37 29,055 01/02/2020 28/02/2020 29 396.183,70 

Mar 16.927.009,00 389 19,32 28,98 01/03/2020 31/03/2020 31 422.413,51 

Abr 16.927.009,00 389 19,32 31,035 01/04/2020 30/04/2020 30 437.774,77 

May 16.927.009,00 574 19,34 31,035 01/05/2020 31/04/2020 31 452.367,26 

Jun 16.927.009,00 697 19,3 31,035 01/06/2020 30/06/2020 30 437.774,77 

Jul 16.927.009,00 829 19,28 31,035 01/07/2020 31/07/2020 31 452.367,26 

Ago 16.927.009,00 829 19,28 31,035 01/08/2020 31/08/2020 31 452.367,26 

Sep 16.927.009,00 1018 19,32 31,035 01/09/2020 30/09/2020 30 437.774,77 

Oct 16.927.009,00 1145 19,32 31,035 01/10/2020 31/10/2020 31 452.367,26 

Nov 16.927.009,00 1293 19,1 31,035 01/11/2020 30/11/2020 30 437.774,77 

Dic 16.927.009,00 1603 18,91 31,035 01/12/2020 31/12/2020 31 452.367,26 

TOTAL DE INTERESES MORATORIOS 2020 5.262.254,45 

         

      AÑO 2021         

  CAPITAL RES. I.B.C. % MORA INIC. - VIG. FIN. - VIG. DIAS INTERESES 

  ABONO                

Ene 16.927.009,00 111 19,7 29,55 01/01/2020 31/01/2020 31 430.721,85 

Feb 16.927.009,00 263 19,37 29,055 01/02/2020 28/02/2020 29 396.183,70 

Mar 16.927.009,00 389 19,32 28,98 01/03/2020 31/03/2020 31 422.413,51 

Abr 0,00 389 19,32 31,035 01/04/2020 30/04/2020 30 0,00 

May 0,00 574 19,34 31,035 01/05/2020 31/04/2020 31 0,00 

Jun 0,00 697 19,3 31,035 01/06/2020 30/06/2020 30 0,00 

Jul 0,00 829 19,28 31,035 01/07/2020 31/07/2020 31 0,00 

Ago 0,00 829 19,28 31,035 01/08/2020 31/08/2020 31 0,00 

Sep 0,00 1018 19,32 31,035 01/09/2020 30/09/2020 30 0,00 



Oct 0,00 1145 19,32 31,035 01/10/2020 31/10/2020 31 0,00 

Nov 0,00 1293 19,1 31,035 01/11/2020 30/11/2020 30 0,00 

Dic 0,00 1603 18,91 31,035 01/12/2020 31/12/2020 31 0,00 

TOTAL DE INTERESES MORATORIOS 2021 1.249.319,06 

         

         

      CAPITAL  16.927.009,00 

      INTERESES  36.399.612,00 

      TOTAL  53.326.621,00 
 



 

 

Contactos: 3043337384 

Correo electrónico: coronel.lauram@gmail.com 

 

 

SEÑOR: 

JUEZ PRIMERO CIVIL MUNICIPAL DE VALLEDUPAR (CESAR) 

E.                            S.                                D. 

 

REF: EJECUTIVO SINGULAR DE MINIMA CUANTIA 

DEMANDANTE: DIGNORA MONTAÑO VILLALBA  

DEMANDADO: JAVIER GOMEZ PATIÑO 

RADICACION: 20001400300120140023000 

 

LAURA MARCELA CORONEL MONTAÑO, mujer, mayor de edad, domiciliada y residente 

en valledupar- Cesar, identificada con la cedula de ciudadanía N° 1.065.601.013 expedida 

en Valledupar –Cesar, portadora de la T.P. N° 216448 del C.S. de la Judicatura, abogada 

en ejercicio,  actuando en mi condición de apoderada  dentro del proceso de la referencia, 

por medio del presente escrito, me permito presentar ante su despacho liquidación adicional 

del crédito de la siguiente manera: 

 

INTERESES MORATORIOS DESDE SEPTIEMBRE DE 2019 A DICIEMBRE DE 2019. 

 

CAPITAL………………………………………………………$ 8.500.000 

 

 

 
INTERESES MORATORIOS DESDE ENERO DE 2020 A DICIEMBRE DE 2020. 

 

 

Resolución Mes/Año No. Dias Inter Anual Tasa Mora Int.  Mora Dia  Int. Mora Total  

1768 ene-20 30 18,77% 2,35% $ 6.647,71 $ 199.431,25 

94 feb-20 30 19,06% 2,38% $ 6.750,42 $ 202.512,50 

205 mar-20 30 18,95% 2,37% $ 6.711,46 $ 201.343,75 

351 abr-20 30 18,69% 2,34% $ 6.619,38 $ 198.581,25 

437 may-20 30 18,19% 2,27% $ 6.442,29 $ 193.268,75 

505 jun-20 30 18,12% 2,27% $ 6.417,50 $ 192.525,00 

605 jul-20 31 18,12% 2,27% $ 6.417,50 $ 198.942,50 

685 ago-20 31 18,29% 2,29% $ 6.477,71 $ 200.808,96 

769 sep-20 30 18,35% 2,29% $ 6.498,96 $ 194.968,75 

869 oct-20 31 18,09% 2,26% $ 6.406,88 $ 198.613,13 

947 nov-20 30 17,84% 2,23% $ 6.318,33 $ 189.550,00 

1034 dic-20 31 17,46% 2,18% $ 6.183,75 $ 191.696,25 

  Total Intereses Moratorios 2020 $ 2.362.242,08 

 

 

 

 

Resolución Mes/Año No. Dias Inter Anual Tasa Mora 
Int.  Mora 

Dia  Int. Mora Total  

1142 sep-19 30 19,32% 2,42% $ 6.842,50 $ 205.275,00 

12993 oct-19 30 19,10% 2,39% $ 6.764,58 $ 202.937,50 

1474 nov-19 30 19,03% 2,38% $ 6.739,79 $ 202.193,75 

1603 dic-19 30 18,91% 2,36% $ 6.697,29 $ 200.918,75 

  Total Intereses Moratorios 2019 $811.325,00  



 

 

Contactos: 3043337384 

Correo electrónico: coronel.lauram@gmail.com 

 

 

 

INTERESES MORATORIOS DESDE ENERO DE 2021 HASTA EL 31 DE MARZO DE 

2021. 

 

Resolución Mes/Año No. Dias Inter Anual Tasa Mora Int.  Mora Dia  Int. Mora Total  

1215 ene-20 30 17,32% 2,17% $ 6.134,17 $ 184.025,00 

64 feb-21 30 17,54% 2,19% $ 6.212,08 $ 186.362,50 

161 mar-21 30 17,41% 2,18% $ 6.166,04 $ 184.981,25 

  Total Intereses Moratorios 2021 $555.368.75  

 

 

TOTAL DE INTERESES MORATORIOS…………………………………….$  3.728.935.83 

TOTAL LIQUIDACIÓN ADICIONAL DEL CRÉDITO……………………….$12.228.935.83 

 

 

Solicito señor juez darle aprobación a la liquidación adicional del crédito presentada por la 

suscrita o en su defecto ordenarla por secretaria. 

 

 

Atentamente,  

 

 

 

 

 

LAURA MARCELA CORONEL MONTAÑO 

C.C. No. 1.065.601.013  de Valledupar 

T.P. No. 216448  del C.S.J. 

 

 

 



Señora 

JUEZ PRIMERA CIVIL MINICIPAL 

Valledupar-Cesar 

E.S.D 

REF: PROCESO ORDINARIO DE RESPONSABILIDAD CIVIL 

EXTRACONTRACTUAL DE ROBERTO CARLOS DEL PORTILLO HERRERA 

CONTRA RODOLFO AUGUSTO MOLINA ARAUJO 

RAD: 2015-00622 

ASUNTO: LIQUIDACIÓN DEL CREDITO 

 

MISAEL DE JESUS MAESTRE RAMOS, mayor de edad, identificado civil y 

profesionalmente como aparece el pie de mi correspondiente firma, conocido de autos 

como apoderado judicial de la parte demandante del proceso de la referencia, 

atentamente llego a su despacho con el fin de presentar la liquidación del crédito, así: 

1) CAPITAL(Monto de los perjuicios)___________________________$6.901.150 

Intereses moratorios 

A partir del 3 de febrero de 2016  

a 3 de abril de 2019=37 meses al  

2.4% mensual___________________________________________$6.128.221 

2) CAPITAL_______________________________________________$2.539.568 

Intereses moratorios 

A partir del 3 de febrero de 2016 

a 3 de abril del 2019=37 meses al 

2.4% mensual___________________________________________$2.255.136 

Total de obligación a 3 de abril de 2019______________________$17.824.075 

Menos abono a la obligación  a mediados 

del mes de julio de 2019 por valor de______________________________$7.000.000 

Total obligación a la fecha 3 de abril 

De 2021____________________________________________________$10.824.075 

 

Sírvase, señora juez, señalar las costas procesales y especialmente las agencias en 

derecho.  

 

De la señora juez, atentamente,  

 

 

Misael de Jesús Maestre Ramos 

C.C. 77.010.336 de Valledupar 

T.P # 66.875 del C.S de la J. 



 



 
Valledupar, 27 de Abril de 2021 
 
 
 
Doctora 
ASTRID ROCÍO GALESO MORALES 
Jueza Primera Civil Municipal de Valledupar (cesar). - 
 
 
 
REFERENCIA: PROCESO VERBAL DE PERTENENCIA SEGUIDO POR PEDRO 
PLATA PABÓN CONTRA SORCELINA SÁNCHEZ DE BLANCO Y OTROS Y 
PERSONAS INDETERMINADAS. RADICACIÓN. - 20001400300120160016900. 
 
 
 
Camilo Vence De Luques, en mi calidad de Procurador 8 Judicial II Agrario y 
Ambiental de Valledupar, actuando con sujeto procesal especial en el asunto de la 
referencia, acudo por medio del presente escrito dentro del término establecido en 
el art. 318 del código general del proceso, con el propósito de interponer recurso de 
reposición contra la decisión de negar la vinculación del acreedor hipotecario Caja 
de Crédito Agrario Industrial y Minero, contenida en el numeral segundo del auto 
emitido por su despacho el 23 de abril de 2.021, recurso que soporto en las 
siguientes reflexiones. 
 

1.- 
 

En el auto dictado por el despacho el 23 de abril de 2021 se expone como razón 
axial para negar la vinculación pedida, la tesis del despacho concerniente en que 
no obstante estar inscrita en la anotación N° 6 del folio de matrícula inmobiliaria N° 
190-11630 la hipoteca protocolizada a través de la escritura pública N° 112 de 23 
de marzo de 1957, el hecho de que en las anotaciones número 7, 8 y 9 de dicho 
folio estén inscritas las compraventas “entre Bermúdez Corso Ramiro a Bermúdez 
Corso Raúl; de Bermúdez Corso Raúl a Bermúdez Corso Ramiro y Bermúdez Corso 
Raúl a Bermúdez Corso Ramiro”, procediendo este último a pactar hipoteca y 
ampliación en las anotaciones 10 y 15, las cuales aparecen canceladas en las 
anotaciones 16 y 20, genera la inferencia para el despacho de que la hipoteca de la 
anotación N° 6 también debe valorarse como cancelada. 
 
Esta agencia discrepa respetuosa pero tajantemente de la postura conceptual del 
juzgado acabada de referenciar, por considerar que la misma soslaya la regulación 
legal que sobre la cancelación de asientos registrales existe en la legislación 
colombiana. 
 
En efecto, los artículos 61 a 63 de la ley 1579 de 2012 establecen al respecto lo 
siguiente. 



 
 
“Artículo 61. Definición. La cancelación de un asiento registral es el acto por el cual 
se deja sin efecto un registro o una inscripción. 
 
Artículo 62. Procedencia de la cancelación. El Registrador procederá a cancelar un 
registro o inscripción cuando se le presente la prueba de la cancelación del 
respectivo título o acto, o la orden judicial o administrativa en tal sentido. 
 
La cancelación de una inscripción se hará en el folio de matrícula haciendo 
referencia al acto, contrato o providencia que la ordena o respalda, indicando 
la anotación objeto de cancelación. 
 
Artículo 63. Efectos de la cancelación. El registro o inscripción que hubiere sido 
cancelado carece de fuerza legal y no recuperará su eficacia sino en virtud de 
decisión judicial o administrativa en firme.” (Negrillas fuera de texto). 
 
Dimana claramente de este soporte normativo, que la cancelación de un asiento 
registral solo es viable cuando al registrador se le presenta la prueba de esa 
cancelación, o de la orden judicial o administrativa contentiva de esa decisión, 
exigiendo igualmente la norma que la cancelación de esa inscripción debe hacerse 
en el folio de matrícula inmobiliaria “haciendo referencia al acto, contrato o 
providencia que la ordena o respalda”. 
 
Pues bien, si ello se aplica al caso bajo estudio fácil resulta advertir, que la anotación 
de la garantía hipotecaria que se observa en el numeral sexto del folio de matrícula 
inmobiliaria N° 190-11630 constituida a favor de la Caja de Crédito Agrario Industrial 
y Minero se encuentra absolutamente vigente, por la sencilla razón de que en 
ninguna parte del cuerpo de ese documento se cumple con la exigencia del art. 62 
antes transcrito, por cuanto sencillamente no existe anotación alguna que disponga 
su cancelación. 
 
Esa exigencia legal, en manera alguna puede soslayarse por razón de que con 
posterioridad a la inscripción de la garantía hipotecaria existan ventas sucesivas 
entre los propietarios, o se anotan otras hipotecas que si hayan sido canceladas, ya 
que lo que resulta trascendente es que por expresa disposición legal la única 
manera de cancelar un asiento registral, es a través de una anotación expresa en 
ese sentido, que además debe hacer referencia concreta y específica del acto, 
contrato o providencia que respalda dicha cancelación, requisito que en este caso 
no se cumple. 
 

2.- 
 

De otro lado, discrepa también este servidor con el despacho, cuando sostiene una 
supuesta falta de legitimidad del ministerio público para pedir nulidades procesales, 
ya que ello contraría no solo lo dispuesto en el art. 46 del decreto 262 de 2000 que 
faculta a los Procuradores Agrarios para intervenir en los procesos agrarios “cuando 



 
sea necesario para defender el orden jurídico”, sino también lo establecido en 
parágrafo del art. 46 del código general del proceso cuando establece que “El 
Ministerio público intervendrá como sujeto procesal especial con amplias 
facultades, entre ellas las de interponer recursos, emitir conceptos, solicitar 
nulidades, pedir, aportar y controvertir pruebas” (Negrillas fuera de texto). 
 
Al respecto es dable decir, que si bien es cierto que el art. 135 del código general 
del proceso establece que “La nulidad por indebida representación o por falta de 
notificación o emplazamiento sólo podrá ser alegada por la persona afectada”, tal 
limitación no se aplica en relación a la falta de citación de una entidad que por ley 
debe citarse, como ocurre en el caso del acreedor hipotecario en los procesos de 
pertenencia, ya que se trata de un evento distinto a la indebida representación o a 
la falta de notificación o emplazamiento. 
 
También es importante resaltar, que cuando la nulidad de indebido emplazamiento 
afecta a personas indeterminadas, la misma ha sido calificada por la Corte Suprema 
de Justicia como “virtualmente insubsanable”, dada la imposibilidad de ponerla en 
conocimiento de los afectados para su eventual saneamiento, justamente por su 
carácter de indeterminados. 
 
Con base en lo anteriormente planteado, solicito respetuosamente al despacho que 
revoque la decisión de negar la vinculación del acreedor hipotecario Caja de Crédito 
Agrario Industrial y Minero y en su lugar disponga su vinculación a este trámite. 
 
Formulo el anterior pedimento, en anuencia con nuestra labor de defensa del orden 
jurídico establecida en el art. 46 del decreto 262 de 2.000. 
 
Atentamente. 

 

 

CAMILO VENCE DE LUQUES  

Procurador 8 Judicial II Agrario De Valledupar 

 
 



 
Doctora 

SOFIA BONETT RAMIREZ 

JUEZ PRIMERA CIVIL MUNICIPAL 

Valledupar – Cesar. 

 

Radicado: 2018-00536-00 

Referencia: Proceso Declarativo de pertenencia. 

Demandante: Luis Larrarte Plata, Sandra Fernández e Isidro Fernández 

Larrarte. 

Demandado: Herederos de la señora Francia Haidag Torrecilla y Personas 

Indeterminadas. 

 

Asunto: Aceptación nombramiento de curador Ad-Litem. 

 

JUAN ALVARO NAVARRO OÑATE, identificado con la cedula de ciudadanía 

1.144.038.787 de Cali, Valle del Cauca; abogado en ejercicio signatario de la 

tarjeta profesional N° 240.946 del Consejo Superior de la Judicatura; actuando 

en esta ocasión como curador Ad-Litem de los HEREDEROS DE LA SEÑORA 

FRANCIA HAIDAG TORRECILLA Y PERSONAS INDETERMINADAS, 

mediante designación de su despacho mediante auto de fecha 22 de enero de 

2021, por medio del presente escrito me permito dar contestación de la 

demanda en los siguientes términos: 

 

I. RESPECTO A LOS HECHOS: 

 

Al hecho primero: No es un hecho, es una situación de derecho. 

Al hecho segundo: No me consta, me atengo a lo que declare probado dentro 

del proceso. 

Al hecho tercero: No me consta, puesto que de la demanda no se aporta la 

escritura que otorga la plena identidad del predio, el cual no se encuentra 

identificado plenamente. 

Al hecho cuarto: De las dos situaciones previstas en este hecho, la primera es 

una situación de derecho y la segunda no me consta.  

Al hecho quinto: No me consta, me atengo a lo que declare probado dentro del 

proceso. 



II. RESPECTO A LAS PRETENSIONES. 

Me atengo a lo que resulte probado en el proceso señora Juez. 

 

III. EXCEPCIONES 

 

1.- FALTA DE IDENTIDAD DEL PREDIO. 

El apoderado judicial de la parte demandante no identificó plenamente el predio 

puesto que no se aportó a la demanda copia de la escritura 348 del 21 de marzo 

de 1973 de la Notaria Única del Circulo de Valledupar, Cesar; donde por medio 

compraventa el municipio de Valledupar transfiere el dominio a la señora 

FRANCIA ELENA AIDA TORDECILLA. 

Por lo anterior no se tiene plena identidad del predio, en su área y sus linderos, 

por lo tanto es imposible pretender mediante la prescripción adquisitiva de 

dominio de lo que a la luz del despacho judicial no tiene identidad material.   

 

2.- CUALQUIER OTRA EXCEPCIÓN QUE RESULTE PROBADA DENTRO DEL 

PRESENTE PROCESO EN VIRTUD DE LA LEY, CONFORME AL ARTICULO 

282 DEL CODIGO GENERAL DEL PROCESO. 

 

Solicito declarar cualquier otra excepción que resulte probada en el curso del 

proceso frente a la demanda, sin que constituya reconocimiento de 

responsabilidad por parte de mis procurados. 

 

 

IV. PRUEBAS. 

 

1.- Interrogatorio de parte. 

Sírvase citar y hacer comparecer a su despacho para la fecha de la audiencia de 

Oralidad a la parte demandante, LUIS LARRARTE PLATA, SANDRA 

FERNÁNDEZ E ISIDRO FERNÁNDEZ LARRARTE; para respondan el 

Interrogatorio que personalmente le haré, o en sobre cerrado oportunamente 

aportaré.  

Fundamento de derecho de mi petición artículo 198 del Código general del 

proceso. 

 



V. NOTIFICACIONES. 

 

El suscrito apoderado puede ser notificado a través de mi correo electrónico 

registrado en el Registro Nacional de Abogados es ngcabogados@gmail.com o 

en mi oficina de abogados ubicada en la Carrera 14 # 13C- 18 oficina 203, barrio 

obrero de la ciudad de Valledupar, Cesar; teléfono móvil 3215633460.  

Agradezco su atención y designación; Atentamente, 

 

 
JUAN ALVARO NAVARRO OÑATE 

C.C.  1.144.038.787 de Cali, Valle del Cauca 

T.P. N° 240.946 del Consejo Superior de la Judicatura. 

 

mailto:ngcabogados@gmail.com










































































 
 
 
 

 

 
Calle 25 A No 6-10 Barrio 5 de Noviembre 

Celular: 310-710 83 87    E-Mail: roalherme@hotmail.com 
Valledupar 

 

 
Señor 
JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL DE VALLEDUPAR 
E.S.D. 
 
 
 
 

REF.  PROCESO EJECUTIVO DE BANCO DAVIENDA A EN CONTRA DE ADRIANA MARIA CUJIA 
JIMENEZ 

RAD.      2019-0533 

 
 
 
ROBINSON ALBERTO HERNANDEZ MEJIA, mayor y vecino de la ciudad, identificado con la cedula 
ciudadanía y portador de la tarjeta profesional que aparece en mi correspondiente firma, actuando 
como apoderado dentro del proceso de la referencia del FONDO NACIONAL DE GARANTIA S.A., 
me permito informar a ustedes lo siguiente: 
 
Que estando dentro del término establecido en la normatividad vigente, interpongo RECURSO DE 
PEPOSICION, en contra del auto de fecha 23 de abril del 2021, que no accedió a la corrección del 
auto del 26 DE MARZO del 2021. 
 

 
1. El juzgado mediante auto de fecha del 26 DE MARZO del 2021 no reconoce la 

SUBROGACION LEGAL como se había solicitado, sino que admite una SUBROGACION 
CONVENCIONAL, muy apartada a la realidad. 

 
2. Mediante escrito presentado se solicitó al juzgado la corrección del auto del 26 DE MARZO 

del 2021 ya que se había cometido un error y se insistió que se ADMITIERA la 
SUBROGACION LEGAL y no convencional como lo había reconocido el juzgado. Por lo 
siguiente: 

 
EL FONDO NACIONA DE GARANTIA S.A actúa como FIADOR entre la entidad financiera y la 
persona o empresa interesada en acceder aun crédito financiero. 
   
El FNG actúa como GARANTE de los clientes del sistema financiero con la Entidad Financiera 
otorgante del crédito, obligándose para con éste a pagar un porcentaje del crédito (50%, 60% ó 70%) 
en caso de incumplimiento del deudor.  
   
Es importante resaltar que la garantía que otorga el FNG es a favor de los Intermediarios Financieros 
quienes requieren el respaldo del FNG y son los encargados de solicitar y estudiar los documentos 
que instrumentan los créditos desembolsados a las personas naturales o jurídicas, pertenecientes al 
segmento de las mipymes que, en principio, carecen de garantías suficientes para obtener créditos, 
en razón a ello no puede entenderse la garantía del FNG como un seguro sino como una fianza.  
   
Por tal razón y en virtud del otorgamiento de la garantía, cuando se presenta un incumplimiento por 
parte del beneficiario de la garantía, el FNG paga al intermediario financiero un porcentaje de la 
obligación insoluta y nace para el FNG el derecho a recobrar los valores pagados, OPERANDO UNA 
SUBROGACIÓN LEGAL, la cual opera por ministerio de la Ley, y de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 1666 del Código Civil, el cual dispone:  
   

“La subrogación es la transmisión de los derechos del acreedor a un tercero que le 
paga”  

 
 



 
 
 
 

 

 
Calle 25 A No 6-10 Barrio 5 de Noviembre 

Celular: 310-710 83 87    E-Mail: roalherme@hotmail.com 
Valledupar 

 

 
3. El juzgado mediante auto de fecha 23 de abril del 2021, no accedió a la corrección dejo en 

firme el auto y ordeno notificar de lo resuelto al demandado. 
 
La naturaleza jurídica de la garantía del FNG es la de una fianza, en los términos de lo preceptuado 
por el artículo 2361 del Código Civil, el cual estipula:  
   

“La fianza es una obligación accesoria, en virtud de la cual una o más personas 
responden de una obligación ajena, comprometiéndose para con el acreedor a 
cumplirla en todo o en parte, si el deudor principal no la cumple”.  

   
En este orden de ideas, la fianza implica que el fiador es un deudor subsidiario, a quien la Ley le otorga 
una acción de subrogación legal en los términos de lo establecido en el numeral 3 del artículo 1668 
del Código Civil.  
   

“Se efectúa la subrogación por el ministerio de la ley, y aún contra la voluntad del 
acreedor, en todos los casos señalados por las leyes y especialmente a beneficio:  
   

(…) 3. Del que paga una deuda a que se halla obligado solidaria o subsidiariamente”   
 
 
Por los anterior solicitamos que sea aceptada la SUBROGACIÓN LEGAL como fue solicitada 
inicialmente y de paso no se ordene el trámite de notificación. 
 
Anexo prueba documental (ANEXO No 2) del FNG firmado por el demandado la señora ADRIANA 
MARIA CUJIA JIMENEZ para su estudio y valoración por el juzgado donde se puede demostrar que 
la demandada acepta la garantía del FNG que respalda la operación aprobada con la entidad 
financiera BANCO DAVIVIENDA y que en el caso de incumpliendo con la obligación garantizada o 
respaldada, el FNG tendrá derecho a recuperar la suma pagada y se subrogará en calidad de 
acreedor. 
 
Ruego su señoría resolver favorablemente lo antes solicitado.   
 
 
Del señor Juez, atentamente, 

 
 
 
 

 
ROBINSON A. HERNANDEZ MEJIA 
CC NO 7.571.863 de Valledupar 
T.P No 183.817 del C. S. de la J. 
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Señores 

JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL DE ORALIDAD DE VALLEDUPAR 

VALLEDUPAR, CESAR.   

E. S. D. 

 

 

REFERENCIA: PROCESO DECLARATIVO VERBAL DE RESPONSABILIDAD CIVIL 

DEMANDANTE: JORGE ENRIQUE FERREIRA ANAYA 

DEMANDADO: CHUBB SEGUROS COLOMBIA S.A. Y DRUMMOND LTDA 

RADICADO: 20001-40-03-001-2019-00600-00 

 

 

ASUNTO: RECURSO DE REPOSICIÓN Y EN SUBSIDIO APELACIÓN. 

 

GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA mayor de edad, vecino y residente en la ciudad 

de Cali, identificado con la cédula de ciudadanía Nº 19.395.114 expedida en la ciudad de 

Bogotá D.C., abogado en ejercicio y portador de la Tarjeta Profesional Nº 39.116 del 

Consejo Superior de la Judicatura, obrando en este proceso como apoderado general de  

CHUBB SEGUROS COLOMBIA S.A., dentro del término de ley, y de conformidad con el 

artículo 318 y el artículo 321 del Código General del Proceso, respetuosamente me 

permito interponer RECURSO DE REPOSICIÓN Y EN SUBSIDIO APELACIÓN, contra 

el Auto proferido el 23 de abril de 2021 mediante el cual el Juzgado negó la prueba pericial 

solicitada por mi representada. Con base en los siguientes argumentos:  

 

I. ANTECEDENTES PROCESALES 

 

1. La parte actora presentó demanda verbal declarativa en contra de CHUBB Seguros 

Colombia S.A., en la que pretende tener derecho a la indemnización por incapacidad 

total y permanente con ocasión a la Póliza vida grupo No. 43164849-68. Del mismo 

modo y como consecuencia de aquella declaración, pretende que se condene a la 

Aseguradora a pagar al Demandante la suma de $83.379.576 por concepto de la 

incapacidad total y permanente que supuestamente ostenta el señor Jorge Enrique 

Ferreira. 

http://www.gha.com.co/
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2. El señor Ferreira solicitó el reconocimiento de las pretensiones mencionadas con base 

en el Dictamen No. 6125 del 14 de septiembre de 2016 y el Acta No. 2090 del 18 de 

octubre de 2015, emitidos por la Junta Regional de Calificación de Invalidez del César. 

Dictamen en el cual se estableció que supuestamente el señor Jorge Enrique Ferreira 

presentaba una pérdida de capacidad laboral del 51.44%. Vale la pena recordar que 

dicha Junta perdió competencia y jurisdicción de los procesos de calificación luego de 

expedirse la Resolución 2070 de 2018 del Ministerio del Trabajo.  

 

3. En la contestación de la Demanda CHUBB Seguros de Colombia indicó que el 

Dictamen No. 6125 del 14 de septiembre de 2016 no podría ser tenido como prueba 

en el proceso, por cuanto adolece de múltiples irregularidades que dejan en duda la 

veracidad de la información consignada en él. Lo anterior, por cuanto el Dictamen No. 

6125 del 14 de septiembre de 2016 fue suscrito por los médicos Carlos Montero Araujo, 

Eduardo Marrugo, Yamile Pérez y el abogado Mariano Amaris Consuegra, quienes 

fueron investigados por los delitos de concierto para delinquir, peculado por 

apropiación, estafa agravada y fraude procesal, relacionados con la elaboración de 

dictámenes fraudulentos de pérdida de capacidad laboral con el fin de otorgar 

pensiones de invalidez defraudatorias al sistema general de pensiones y a las 

compañías de seguro. Posteriormente se allanaron a los cargos precitados en la 

Fiscalía 12 Seccional de Valledupar. 

 

4. Adicionalmente, los doctores Eduardo Urbano Marrugo Castellón y Carlos Arturo 

Montero Araujo, médicos que participaron en la calificación del señor Ferreira (y que 

se allanaron a los cargos de concierto para delinquir, peculado por apropiación, estafa 

agravada y fraude procesal), a través de comunicación a mi procurada, sugirieron que 

“se examine la posibilidad de abstenerse de reconocer y pagar las indemnizaciones 

por incapacidad total o permanente reclamadas o que se lleguen a reclamar por parte 

de trabajadores asegurados, sustentados en dictámenes en cuya emisión participé en 

calidad de integrante de la Junta Regional de la Calificación de invalidez del Cesar, 

teniendo en cuenta que probablemente las historias clínicas que los soportaron y 

demás documentos anexos a las mismas, potencialmente podrían no corresponder a 

la realidad médica (…) lo que impone prudencia y si hubiere lugar a ello, reexamen de 

http://www.gha.com.co/
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la situación (…) presento un listado de los casos frente a los cuales, planteo a CHUBB 

SEGUROS S.A abstenerse de efectuar pagos basados en dictámenes en lo que 

colegiadamente intervine: 

(…) 

Jorge Enrique Ferreira Anaya, No. Identificación: 18965544. Fecha dictamen: 

9/14/2016” 

 

5. Todo lo expuesto anteriormente cobra mayor relevancia cuando se analiza a la luz del 

clausulado general de la póliza de seguro, puesto que en ella se contempla que la 

persona asegurada perderá el derecho a la indemnización cuando éste presente su 

reclamación basada en documentos que fuesen de alguna forma fraudulentos o si, en 

apoyo de ella se utilizaren medios o documentos engañosos o dolosos. Razón por la 

cual, es muy probable que el señor Ferreira haya perdido el derecho a obtener 

indemnización.  

 

6. Con el único propósito de acreditar que el Dictamen pericial emitido por la Junta 

Regional de Calificación del Cesar no puede ser tenido como prueba en el proceso 

por cuanto no refleja la real condición de salud del Demandante, CHUBB Seguros 

Colombia S.A. solicitó al Juez en la contestación de la demanda que ordenara a otra 

Junta Regional de Calificación de Invalidez practicar un nuevo dictamen al señor 

Ferreira. Máxime cuando los médicos Eduardo Urbano Marrugo Castellón y Carlos 

Arturo Montero Araujo, quienes participaron en la calificación de invalidez del señor 

Ferreira (y que se allanaron a los cargos de concierto para delinquir, peculado por 

apropiación, estafa agravada y fraude procesal) manifestaron que dicha calificación 

posiblemente no obedecía a la realidad.  

 

7. Pese a todo lo anteriormente esgrimido, el Juzgado Primero Civil Municipal de 

Valledupar en Auto del veintitrés (23) de abril de dos mil veintiuno (2021), de manera 

equivocada y desatendiendo el tenor literal del artículo 234 del Código General del 

Proceso, se abstuvo de decretar la prueba pericial solicitada por la Compañía 

Aseguradora. Aun cuando de la lectura de tal artículo se evidencia sin mayores 

dificultades que la decisión tomada por el Juez Primero Civil Municipal de Valledupar, 

no fue ajustada a derecho por cuanto atendió a la norma general contenida en el 
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artículo 227 y no a la disposición especial contenida en el artículo 234.  

 

8. Una vez determinados los hechos que anteceden, procederé a exponer ante su 

Honorable Despacho el análisis efectuado al caso presente, que estructuraré de la 

siguiente manera: i) Del deber de atender al contenido del artículo 234 del Código 

General del Proceso y, ii) De la imposibilidad de aportar dicho dictamen con la 

contestación de la demanda por cuanto implica necesariamente la presencia del 

señor Ferreira ante una Junta Regional de Calificación y iii) De la necesidad que el 

Juez ordene a una nueva Junta Regional de Calificación la práctica de un nuevo 

dictamen. Desarrollaré el presente recurso de conformidad con esta estructura, con 

el fin de que su Despacho en sede de reposición y el superior en sede de apelación, 

revoquen la decisión recurrida que negó el decreto de la prueba y en ese sentido, 

ordenen a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Bogotá y Cundinamarca 

la práctica de un dictamen pericial que de cuenta del porcentaje real de pérdida de 

capacidad laboral del señor Jorge Ferreira. 

 

II. LA DECISIÓN DE DENEGAR LA PRUEBA PERICIAL ES 

JURÍDICAMENTE INCORRECTA. 

 

Como se expuso en líneas precedentes, mediante auto del veintitrés (23) de abril de dos 

mil veintiuno (2021), el Juzgado Primero Civil Municipal de Valledupar decidió negar la 

prueba pericial solicitada por la Compañía Aseguradora CHUBB Seguros Colombia S.A., 

tras considerar que al tenor del artículo 227 del Código General del Proceso, la 

oportunidad para aportar un dictamen pericial es única para el demandado al momento de 

presentar su escrito de intervención. Sin embargo, el Despacho no consideró que la 

solicitud de prueba pericial no se realizó con base en el artículo 227 del Código General 

del Proceso, sino con base en el artículo 234 de la misma normativa, que faculta al Juez 

para solicitar a las entidades y dependencias oficiales peritaciones que versen sobre 

materias propias de su actividad, tal como ocurre en el caso concreto, que se solicita la 

peritación de otra Junta Regional de Calificación de Invalidez. De manera qué, la decisión 

tomada por el Despacho es jurídicamente incorrecta por las siguientes razones: 
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a. Del deber de atender al contenido del artículo 234 del Código General del Proceso 

 

El Juzgado Primero Civil Municipal de Valledupar negó el decreto de la prueba pericial 

solicitada por la Compañía Aseguradora CHUBB Seguros Colombia S.A., basándose en 

lo preceptuado por el artículo 277 del Código General del Proceso, norma que no resulta 

aplicable al caso concreto por existir un artículo en la misma codificación que regula 

específicamente el asunto que se discute, esto es, las peritaciones de una entidad o 

dependencia oficial. El Juzgado negó la prueba pericial con base en la siguiente 

consideración: 

 

“Dictamen Pericial: El Despacho se abstiene de decretar la prueba 

pericial implorada por la Aseguradora demandada por cuanto al 

tenor de lo normado por el artículo 227 del C.G.P., la oportunidad 

para aportar un dictamen pericial es única para el demandante, al 

momento de presentar la demanda y para el demandado al 

momento de presentar su escrito de intervención…” 

 

De la lectura del aparte precitado se observa que el Despacho tomó la decisión de 

abstenerse de decretar la prueba pericial con base en una norma que no es aplicable en 

este caso por tratarse de una disposición que regula la prueba pericial en su generalidad, 

desconociendo lo establecido en el artículo 234 del mismo código que regula 

especialmente las peritaciones que se solicitan ante entidades y dependencias oficiales, 

situación que se presenta en el caso concreto. En ese sentido, con el objetivo de que se 

revoque la decisión tomada por el Juzgado Primero Civil Municipal de Valledupar respecto 

de abstenerse de decretar la prueba pericial solicitada por la Compañía Aseguradora, es 

necesario abordar el contenido del artículo 234 del Código General del Proceso: 

 

“Artículo 234. Peritaciones de Entidades y Dependencias Oficiales. 

 

Los jueces podrán solicitar, de oficio o a petición de parte los 

servicios de entidades y dependencias oficiales para peritaciones 

que versen sobre materias propias de la actividad de aquellas. Con 

tal fin las decretará y ordenará librar el oficio respectivo para que el 
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director de las mismas designe el funcionario o los funcionarios que deben 

rendir el dictamen (…) (Subrayado fuera del texto original) 

 

En efecto, a partir de la lectura de esta norma, se evidencia que el auto recurrido se 

profiere desconociendo lo preceptuado en el artículo 234 del Código General del Proceso. 

Como quiera qué la parte Demandante solicitó en la contestación de la demanda que de 

conformidad con el artículo 234 del C.G.P y las normas concordantes, con cargo de los 

costos a la Compañía Aseguradora, se Ordenara a la Junta Regional de Calificación 

de Invalidez de Bogotá y de Cundinamarca practicar un Dictamen Pericial que se 

centrara en determinar con exactitud científica y técnica la situación real de disminución 

de capacidad laboral del señor Jorge Enrique Ferreira y en ese sentido, indicara el 

porcentaje real de pérdida de capacidad laboral del señor.  

 

Sin embargo, aunque la solicitud se realizó con expresa claridad sobre la base normativa 

del artículo 234 del Código General del Proceso, el Despacho profirió la providencia 

recurrida basándose en lo preceptuado en el artículo 227 del mismo código. En razón a 

ello, resulta necesario indicar que si bien, el artículo 227 es la regla general sobre la prueba 

pericial, debe tenerse en cuenta que la misma no se aplica por cuanto existe en la misma 

codificación una norma especial que regula la prueba pericial requerida en este caso 

concreto, es decir que el artículo 234 faculta al juez para que de oficio o a petición de 

parte solicite a las entidades y dependencias oficiales peritaciones que versen sobre 

materias propias de su actividad.  

 

En ese sentido debe señalarse, que la norma especial tiene preferente aplicación sobre la 

norma general, así lo ha señalado en reiteradas ocasiones la Corte Suprema de Justicia, 

tal como se indica en sentencia del 01 de febrero de 2019: 

 

“Asociado con lo apuntado, el sistema normativo no ignora que 

eventualmente se puedan presentar contrariedades entre normas 

compiladas en distintas leyes o, inclusive, en las mismas, por 

manera que para dar luces sobre su adecuada aplicación el artículo 

5º de la Ley 57 de 1887, predica que si en los Códigos que se 

adoptan se hallaren algunas disposiciones incompatibles entre sí, 
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se observarán en su aplicación las reglas siguientes: 

 

1. La disposición relativa a un asunto especial prefiere a la que 

tenga carácter general”1 (Subrayado y negrilla fuera del texto) 

 

Con lo expuesto, es posible concluir que según los lineamientos jurisprudenciales fijados 

por la Corte, es claro que en el presente caso se debe aplicar el contenido del artículo 234 

del Código General del Proceso, por ser esta la disposición especial de la peritación 

solicitada, puesto que como se ha explicado la Compañía Aseguradora no se encuentra 

solicitando un Dictamen Pericial regular sino un Dictamen de una Entidad Oficial, razón 

por la cual fundó su petición probatoria con base en la especialidad que ofrece respecto a 

este tema el artículo 234 del C.G.P., que habilita a la parte para solicitar al Juez que ordene 

la práctica de dicha peritación a una entidad o dependencia oficial.  

 

En ese sentido, debe el Despacho considerar que la petición se realizó con base en la 

norma especial y no en la general, y entendiendo el carácter preferente de la norma 

especial, es a ésta a la que debe dársele efectiva aplicación. De modo tal, que no tiene 

otro camino el Despacho más que revocar su decisión respecto de abstenerse de decretar 

la prueba pericial, tomada en auto del veintitrés (23) de abril de dos mil veintiuno (2021) y 

en su lugar, proceder a decretar la prueba pericial solicitada por la Compañía Aseguradora 

y Ordenar a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Bogotá y Cundinamarca, 

practicar un dictamen pericial que determine con exactitud el porcentaje de invalidez del 

señor Jorge Ferreira. 

 

b. De la imposibilidad de aportar otro Dictamen con la contestación de la demanda 

por cuanto implica necesariamente la presencia del señor Ferreira ante una 

Junta Regional de Calificación de Invalidez 

 

El Juzgado Primero Civil Municipal de Valledupar, se abstuvo de decretar la práctica de la 

prueba pericial solicitada por la Compañía Aseguradora CHUBB Seguros Colombia S.A., 

 
1 Corte Suprema de Justicia. Sentencia del 01 de febrero de 2019. Radicado 11001-02-03-000-
2019-00032-00 
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por considerar que el solicitante pudo anunciarlo en el escrito de contestación y aportarlo 

en el término que el Juez le conceda. Sin embargo, en el caso concreto no hubiere sido 

posible atender dicha indicación por cuanto: Primero, tal indicación se basa en lo 

preceptuado por el artículo 227 del Código General del Proceso, disposición que no resulta 

aplicable en este caso por existir en la misma codificación una norma que regula con 

especificidad las Peritaciones de Entidades y Dependencias oficiales, tal como se explicó 

en líneas precedentes. Segundo, en cualquier caso no fue posible aportar dicho Dictamen 

con la contestación de la demanda por cuanto para su creación y práctica es indispensable 

que el asegurado, en este caso el señor Jorge Enrique Ferreira se presente 

personalmente ante una Junta Regional de Calificación de Invalidez, con el objetivo 

de iniciar el procedimiento de calificación pertinente 

 

De manera que, aunque en este caso se hubiese solicitado el Dictamen pericial en los 

términos del artículo 227 del C.G.P., de ninguna manera se hubiese podido aportar dicho 

dictamen puesto que para la emisión del Dictamen es absolutamente necesaria la 

colaboración del señor Jorge Ferreira, quien debe presentarse ante la Junta Regional de 

Calificación de Invalidez de Bogotá y Cundinamarca, para que se le realicen los 

respectivos exámenes a fin de determinar el estado real de su disminución de capacidad 

laboral.  

 

En esos términos, se advierte que resulta necesario que su Despacho decrete la prueba 

pericial solicitada por la Compañía Aseguradora CHUBB Seguros Colombia S.A. y Ordene 

la práctica del Dictamen Pericial a la entidad oficial, para que bajo esa orden judicial el 

señor Jorge Ferreira acuda ante la Junta Regional de Calificación de Invalidez y puedan 

realizarse los exámenes necesarios para determinar el real estado de su capacidad 

laboral.  

 

Todo lo anterior, a efectos de concluir que para la práctica de la prueba solicitada es 

necesaria la orden del Despacho que exhorte al señor Jorge Ferreira a presentarse ante 

una Junta Regional de Calificación de Invalidez que determine con exactitud científica y 

técnica el porcentaje de pérdida de capacidad laboral del asegurado. En ese sentido, el 

Despacho revoque su decisión de abstenerse de decretar la prueba pericial solicitada y en 

su lugar, decrete la prueba pericial y ordene a la Junta Regional de Calificación de 
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Invalidez de Bogotá y Cundinamarca, con cargo de los gastos a la Compañía Aseguradora, 

practicar un Dictamen Pericial que se centre en determinar si el señor Jorge Enrique 

Ferreira ha sufrido una disminución en su capacidad laboral y de ser así, determine con 

exactitud el porcentaje de pérdida de capacidad laboral del señor. Lo anterior, atendiendo 

a las disposiciones consagradas en la normativa procesal y en ese sentido, darle estricta 

aplicación a lo estatuido en el artículo 234 del Código General del Proceso.  

 

c. De la necesidad de Orden Judicial para que otra Junta Regional de 

Calificación practique un nuevo dictamen. 

 

El Juzgado Primero Civil Municipal de Valledupar, se abstuvo de decretar la práctica de 

la prueba pericial solicitada por la Compañía Aseguradora CHUBB Seguros Colombia 

S.A., por considerar que el artículo 228 del Código General del Proceso consagra la 

facultad de la contradicción del dictamen, ya sea con la competencia del perito a la 

audiencia o el aporte de otro dictamen. Sin embargo, en el caso concreto no hubiere 

sido posible atender a lo indicado por cuanto: Primero, para la creación y práctica de 

un nuevo Dictamen resulta indispensable que el asegurado, en este caso el señor Jorge 

Enrique Ferreira se presente personalmente ante una Junta Regional de 

Calificación de Invalidez con el objetivo de iniciar el procedimiento de calificación 

pertinente. Segundo, resulta necesario que el Juez le ordene a la Junta Regional de 

Calificación de Invalidez de Bogotá y de Cundinamarca, con cargo de los costos a la 

Compañía Aseguradora, practicar un dictamen pericial que se centre en determinar con 

exactitud científica y técnica la pérdida de la capacidad laboral del señor Jorge Enrique 

Ferreira si es que ella existiera. 

 

Adicionalmente, el Juzgado indica que negó la prueba pericial por ser ésta una carga 

de las partes.  Sin embargo, no tiene en consideración el Despacho que si bien, en la 

norma general aportar el Dictamen es una carga de las partes, lo cierto es que en el 

caso concreto debe dársele estricta aplicación a lo preceptuado en el artículo 234 del 

Código General del Proceso, respecto de las peritaciones de entidades dependencias 

oficiales. Es decir que se releva de este deber a la parte y se faculta al Juez para que 

de oficio o a petición de las partes solicite los servicios de entidades y dependencias 

oficiales para peritaciones que versen sobre materias propias de la actividad de 
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aquellas. 

 

En cualquier caso, lo que debe ser considerado por el Despacho es que en este caso 

es totalmente evidente que el documento esencial del proceso adolece de múltiples 

irregularidades sumamente significativas y graves, que de considerarse como prueba 

de la supuesta invalidez del señor Ferreira iría en contravía de todos los principios que 

rigen el sistema jurídico colombiano. Lo anterior, por cuanto no es jurídicamente 

aceptable fallar un caso con base en un Dictamen Pericial donde los suscriptores del 

mismo mencionaron con claridad que puede no corresponder a la realidad, dado que 

tal conducta desconoce a todas luces que la tarea de un honorable Juez es administrar 

justicia tomando como sustento pruebas ciertas y reales.  

 

En conclusión, teniendo en cuenta que los miembros de la Junta Regional de 

Calificación de Invalidez del Cesar que calificaron al señor Jorge Enrique Ferreira 

aparentemente se encuentran privados de la libertad como consecuencia de sus 

presuntas calificaciones fraudulentas, es indiscutible que el Dictamen de calificación 

No. 6125 posee una veracidad dudosa, inexacta e insegura. Lo cual no proporciona 

certeza para fallar en este caso concreto. De manera que, la prueba pericial solicitada 

por mi representada con base en el artículo 234 del Código General del Proceso, resulta 

indispensable para fallar en el caso de marras, habida cuenta que el Dictamen Pericial 

es la prueba esencial de este proceso y en ningún caso puede tomarse como prueba 

base del fallo un dictamen afectado de tantas irregularidades como lo es el emitido por 

la Junta Regional de Calificación del Cesar. 

 

En consecuencia, solicito al Despacho atenerse a lo preceptuado en el artículo 234 del 

Código General del Proceso, norma aplicable al presente caso por regular con 

especificidad las peritaciones de entidades y dependencias oficiales, y en ese sentido 

se sirva decretar la prueba y ordenar la práctica de un nuevo Dictamen Pericial que 

califique con precisión la capacidad laboral del señor Jorge Enrique Ferreira.   
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III. CONCLUSIONES 

 

1. Como se ha expuesto ampliamente en el cuerpo de este escrito, el Despacho tomó 

su decisión de abstenerse de decretar la prueba pericial basándose en la norma 

general establecida en el artículo 227 del Código General del Proceso, sin tener en 

consideración que la prueba fue solicitada con base en el artículo 234 del mismo 

Código, que regula específicamente las peritaciones a entidades o dependencias 

oficiales. De modo tal, que siguiendo los lineamientos jurisprudenciales debe dársele 

aplicación preferencial a la norma especial sobre la general y en ese sentido, el 

Despacho deberá revocar la decisión tomada en Auto del 23 de abril de 2021 

respecto de negar la prueba pericial y en su lugar, proceder a decretarla y ordenar 

su práctica. 

 

2. Adicionalmente, existe imposibilidad de aportar otro Dictamen con la contestación 

de la demanda por cuanto ello implica necesariamente la presencia del señor 

Ferreira ante una Junta Regional de Calificación de Invalidez. De manera que resulta 

necesaria una orden del Despacho que exhorte al señor Jorge Ferreira a 

presentarse ante una Junta Regional de Calificación de Invalidez que determine con 

exactitud científica y técnica el porcentaje de pérdida de capacidad laboral del 

asegurado. En ese sentido, lo procedente es que el Juzgado revoque su decisión 

tomada el pasado 23 de abril y en su lugar, decrete la prueba pericial y ordene a la 

Junta Regional de Calificación de Invalidez de Bogotá y Cundinamarca, con cargo 

de los gastos a la Compañía Aseguradora, practicar un Dictamen Pericial que se 

centre en determinar si el señor Jorge Enrique Ferreira ha sufrido una disminución 

en su capacidad laboral y de ser así, determine con exactitud el porcentaje de 

pérdida de capacidad laboral del señor. Lo anterior, atendiendo a las disposiciones 

consagradas en el artículo 234 del Código General del Proceso. 

 

3. Se concluye que, la prueba pericial negada por el Despacho resulta indispensable 

para administrar justicia en el caso concreto, por ser esta la prueba esencial de este 

proceso y en ningún caso puede tomarse como prueba base del fallo un Dictamen 

afectado de irregulares de índole fraudulento e ilícito, puesto que ello iría en 
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contravía de todo el ordenamiento jurídico colombiano y desconoce que la tarea del 

Juez es administrar justicia tomando como sustento pruebas ciertas y reales, lo que 

evidentemente no ocurre en el caso de marras, por cuanto los suscriptores del 

Dictamen aportado al proceso aceptaron que éste podría no corresponder a la 

realidad, además de ser procesados por los delitos de concierto para delinquir, 

peculado por apropiación, estafa agravada y fraude procesal, relacionados con la 

elaboración de dictámenes fraudulentos de pérdida de capacidad laboral.  

 

 

IV. PETICIONES 

 

En virtud de lo anteriormente expuesto, respetuosamente solicito Juzgado Primero Civil 

Municipal de Valledupar, que:  

 

PRIMERO. Que se REVOQUE la decisión tomada en el auto de fecha del 23 de abril del 

2021, mediante el cual negó el decreto de la prueba pericial solicitada por la Compañía 

Aseguradora CHUBB Seguros Colombia S.A., y en su lugar, se sirva decretar la prueba 

pericial solicitada atendiendo a lo preceptuado en el artículo 234 del Código General del 

Proceso.  

 

SEGUNDO. Que en ese sentido, se ORDENE a la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN 

DE INVALIDEZ DE BOGOTÁ Y DE CUNDINAMARCA, para que con cargo de los gastos a 

la Compañía Aseguradora, se sirva practicar un Dictamen Pericial que se centre en 

determinar con exactitud científica y técnica los siguientes aspectos: 

 

1. Si el señor Jorge Enrique Ferreira ha sufrido una disminución en su capacidad 

laboral y de ser afirmativa la respuesta, se sirva determinar cual es su porcentaje de 

pérdida de capacidad laboral. 
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2. Si el Dictamen Pericial emitido por la Junta Regional de Calificación del Cesar del 

14 de septiembre de 2016, en la que se determinó un porcentaje de pérdida de 

capacidad laboral del 51.44% al señor Jorge Enrique Ferreira, se ajusta a las normas 

consagradas en el Manual Único de Calificación. Es decir, deberá determinar si el 

mencionado Dictamen Pericial fue elaborado siguiendo estrictamente la 

reglamentación aplicable a la materia, y en particular, el manual único de 

calificación. 

 

 

V. NOTIFICACIONES 

 

El suscrito recibirá notificaciones electrónicas en la dirección de correo electrónico 

notificaciones@gha.com.co y físicas en la carrera 11A No. 94A - 56, Oficina 402, de la 

ciudad de Bogotá. 

 

Cordialmente, 

 

 

 

 

 

GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA 

C.C. No. 19.395.114 de Bogotá D. C. 

T.P. No. 39.116 del C. S. J 
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Señor 
JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL DE VALLEDUPAR 
E.S.D. 
 
 
 
 

REF.  PROCESO EJECUTIVO DE BANCO BOGOTA A EN CONTRA DE CRISTHIAN HERNANDO 
PAREDES CANDELA 

RAD.      2019-0628 

 
 
 
ROBINSON ALBERTO HERNANDEZ MEJIA, mayor y vecino de la ciudad, identificado con la cedula 
ciudadanía y portador de la tarjeta profesional que aparece en mi correspondiente firma, actuando 
como apoderado dentro del proceso de la referencia del FONDO NACIONAL DE GARANTIA S.A., 
me permito informar a ustedes lo siguiente: 
 
Que estando dentro del término establecido en la normatividad vigente, interpongo RECURSO DE 
PEPOSICION, en contra del auto de fecha 23 de abril del 2021, que no accedió a la corrección del 
auto del 22 de enero del 2021. 
 

 
1. El juzgado mediante auto de fecha del 22 de enero del 2021 no reconoce la SUBROGACION 

LEGAL como se había solicitado, sino que admite una SUBROGACION CONVENCIONAL, 
muy apartada a la realidad. 

 
2. Mediante escrito presentado se solicitó al juzgado la corrección del auto del 22 de enero del 

2021 ya que se había cometido un error y se insistió que se ADMITIERA la SUBROGACION 
LEGAL y no convencional como lo había reconocido el juzgado. Por lo siguiente: 

 
EL FONDO NACIONA DE GARANTIA S.A actúa como FIADOR entre la entidad financiera y la 
persona o empresa interesada en acceder aun crédito financiero. 
   
El FNG actúa como GARANTE de los clientes del sistema financiero con la Entidad Financiera 
otorgante del crédito, obligándose para con éste a pagar un porcentaje del crédito (50%, 60% ó 70%) 
en caso de incumplimiento del deudor.  
   
Es importante resaltar que la garantía que otorga el FNG es a favor de los Intermediarios Financieros 
quienes requieren el respaldo del FNG y son los encargados de solicitar y estudiar los documentos 
que instrumentan los créditos desembolsados a las personas naturales o jurídicas, pertenecientes al 
segmento de las mipymes que, en principio, carecen de garantías suficientes para obtener créditos, 
en razón a ello no puede entenderse la garantía del FNG como un seguro sino como una fianza.  
   
Por tal razón y en virtud del otorgamiento de la garantía, cuando se presenta un incumplimiento por 
parte del beneficiario de la garantía, el FNG paga al intermediario financiero un porcentaje de la 
obligación insoluta y nace para el FNG el derecho a recobrar los valores pagados, OPERANDO UNA 
SUBROGACIÓN LEGAL, la cual opera por ministerio de la Ley, y de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 1666 del Código Civil, el cual dispone:  
   

“La subrogación es la transmisión de los derechos del acreedor a un tercero que le 
paga”  
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3. El juzgado mediante auto de fecha 23 de abril del 2021, no accedió a la corrección dejo en 
firme el auto y ordeno notificar de lo resuelto al demandado. 

 
La naturaleza jurídica de la garantía del FNG es la de una fianza, en los términos de lo preceptuado 
por el artículo 2361 del Código Civil, el cual estipula:  
   

“La fianza es una obligación accesoria, en virtud de la cual una o más personas 
responden de una obligación ajena, comprometiéndose para con el acreedor a 
cumplirla en todo o en parte, si el deudor principal no la cumple”.  

   
En este orden de ideas, la fianza implica que el fiador es un deudor subsidiario, a quien la Ley le otorga 
una acción de subrogación legal en los términos de lo establecido en el numeral 3 del artículo 1668 
del Código Civil.  
   

“Se efectúa la subrogación por el ministerio de la ley, y aún contra la voluntad del 
acreedor, en todos los casos señalados por las leyes y especialmente a beneficio:  
   

(…) 3. Del que paga una deuda a que se halla obligado solidaria o subsidiariamente”   
 
 
Por los anterior solicitamos que sea aceptada la SUBROGACIÓN LEGAL como fue solicitada 
inicialmente y de paso no se ordene el trámite de notificación. 
 
Anexo prueba documental (ANEXO No 2) del FNG firmado por el demandado el señor CRISTHIAN 
HERNANDO PAREDES CANDELA para su estudio y valoración por el juzgado donde se puede 
demostrar que el demandado acepta la garantía del FNG que respalda la operación aprobada con la 
entidad financiera BANCO BOGOTA y que en el caso de incumpliendo con la obligación garantizada 
o respaldada, el FNG tendrá derecho a recuperar la suma pagada y se subrogará en calidad de 
acreedor. 
 
Ruego su señoría resolver favorablemente lo antes solicitado.   
 
 
Del señor Juez, atentamente, 

 
 
 
 

 
ROBINSON A. HERNANDEZ MEJIA 
CC NO 7.571.863 de Valledupar 
T.P No 183.817 del C. S. de la J. 
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